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En el presente I nforme Anual 2018 
sobre la situación de los derechos 
humanos de los y las personas 
privadas de libertad en los Centros 
de Detención Preventiva en 
Venezuela , compartiremos los hallazgos 
que nos permiten completar la labor de 
monitoreo de ciertos Derechos Humanos 
seleccionados, en centros de detención 
policial preventiva (CDP)  durante 2018. 

Logramos observar 174 CDP, ubicados 

 en 15 estados de Venezuela, los cuales 
agrupaban para el momento del trabajo 
de campo a 16.719 personas detenidas 
en una capacidad instalada para unas 
5.332 personas (314% de hacinamiento 
promedio). 
 
Se procesó información del Distrito 
Capital y los estados Anzoátegui, 
Aragua, Bolívar, Carabobo, Falcón, 
Guárico, Lara, Mérida, Miranda, 
Monagas, Nueva Esparta, Táchira, 
Vargas y Zulia. 
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Dos aspectos marcan considerablemente 
los hechos observados en campo durante 
este año, la reiterada incapacidad de 
gerenciar el Sistema Penitenciario 
Venezolano de modo de hacer cumplir la 
Ley y proporcionar a los reclusos una vida 
digna y respetuosa de sus Derechos 
Humanos, así como, el esfuerzo de la 
sociedad civil venezolana de alertar, con 
base en evidencias, sobre la emergencia 
humanitaria compleja de gran escala, 
severidad y urgencia que atraviesa 
Venezuela, la cual tiene su origen en 
políticas de gobierno dirigidas al 
desmantelamiento del Estado de Derecho 
y del orden democrático; la destrucción de 
las capacidades económicas e 
institucionales del país, privando a 
millones de venezolanos de bienes y 
servicios esenciales y el uso de la coerción 
y la violencia por medios estatales contra 
quienes cuestionan o se oponen a estas 
políticas. 

Los CDP están concebidos para 
resguardar por breves períodos (48 
horas), a las personas detenidas por los 
respectivos cuerpos policiales. Esto se 
debe a que la competencia de las policías 
municipales, estadales o de investigación, 
está limitada a realizar las aprehensiones 
y las primeras diligencias que siguen al 
momento de la detención de las personas 
que presuntamente han cometido hechos 
punibles. Hasta tanto sean conducidas 
ante los tribunales competentes, en donde 
se decidirá si estas personas recobran su 
libertad, si ordenan la privación judicial 
preventiva de libertad o si les otorgarán 
una medida cautelar sustitutiva a la 
medida de privación de libertad. En caso 
de que el juez decida privar de libertad a 
la persona aprehendida, esta debería ser 
trasladada a un centro para procesados 
judiciales, el cual forma parte del sistema 
penitenciario.  

  

La estrategia metodológica empleada 
combina el análisis de alertas 
informativas, producidas por el equipo 
de periodistas-investigadores 
desplegados en campo, junto con 
entrevistas a informantes claves. Un 
importante obstáculo a superar radica 
en la opacidad y negativa recurrente de 
la mayoría de las autoridades policiales y 
militares, a ofrecer información oficial 
con respecto a las cifras de detenidos, 
fallecidos, enfermos, evadidos en los 
centros de detención preventiva, entre 
otras variables. 

El informe estructura sus 
hallazgos en cuatros grandes bloques:  
 

1. Dimensión institucional 
2. Dimensión infraestructura y 

demografía 
3. Dimensión DDHH a la vida, 

libertad e integridad personal de 
las personas detenidas en los 
CDP 

4. Dimensión DDHH a la salud, 
alimentación e higiene de las 
personas detenidas en los CDP 

 

En cuanto a la dimensión institucional, 
destacamos que en la mayoría de los 
CDP monitoreados, las normas de 
funcionamiento oficial dependen del 
cuerpo de seguridad que lo rige (policías 
municipales, estadales o nacional, 
CICPC, GNB, SEBIM, DGCIM), la 
cantidad de funcionarios disponible, el 
tipo de infraestructura de que se trate y 
la zona donde se ubique, ya que muchos 
CDP se encuentran en vías de tránsito 
principales. 
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La combinación de infraestructura 
precaria, sobrepoblación, tasa y 
capacitación de funcionarios operativos, 
expansión de la cultura penitenciaria y 
duración de la detención más allá del 
lapso previsto de manera ñpreventivaò, 
explican los desafíos observados en el 
mantenimiento del orden y gobernabilidad 
dentro de los calabozos policiales. En este 
sentido, resulta preciso aclarar que los 
alcances de dichas normas de 
funcionamiento formal tienen un tope, 
pues, en el interior de los calabozos son 
los privados de libertad los que tienen el 
control detrás de los barrotes 
(autogobierno) y los uniformados sólo 
pueden entrar a la fuerza, básicamente, 
cuando corresponde realizar requisas 
luego de hechos determinados como 
motines, fugas o intentos de fuga, etc.  

La precaria infraestructura que hoy 
está sirviendo de asiento a los 174 CDP 
monitoreados durante el año 2018 (88% 
de tipo civil y 12% de tipo militar), no 
reúnen las condiciones estructurales 
adecuadas. El segundo semestre del año 
2018 no mostró una mejoría en cuanto a 
infraestructura se refiere pues entre otras 
consideraciones, no ha habido inversiones 
ni ejecución de una política pública 
avocada ni a mejorar las condiciones de 
reclusión en estos calabozos, ni crear 
centros para procesados judiciales. De 
hecho, podemos señalar que ocurrieron 
70 fugas durante este año, de las cuales 
se evadieron 470 detenidos, 
posteriormente, pudieron ser 
recapturados 105 evadidos, es decir, 
apenas el 22%. 

 

 En la dimensión DDHH a la vida, libertad 
e integridad personal destaca que no 
existe por parte del Estado y su 
Gobierno Nacional, una política pública 
diseñada, ejecutada y supervisada en 
todas las fuerzas policiales y militares, 
para lograr que los CDP sean espacios 
transitorios, en donde no se pongan en 
riesgo la integridad física, psicológica y 
moral de los reclusos, así como su vida. 
Los motines, las riñas entre reclusos, los 
intentos de fuga, así como las muertes 
producidas mientras se trata de 
conseguir una confesión, constituyen el 
60% de las causas de muertes en los 
CDP, mientras que las cifras de muertes 
bajo la custodia del Estado van en 
aumento constante. La tuberculosis es la 
responsable del 38% de las muertes en 
los CDP monitoreados por UVL y es 
consecuencia directa del hacinamiento 
en el cual se encuentran los reclusos. De 
las 117 muertes a causa de esta 
enfermedad, el 71% se produjo en el 
segundo semestre del año, siendo los 
estados Zulia y Lara los que registraron 
la mayor tasa de mortalidad a causa de 
esta enfermedad. 
 
Las condiciones en las que se han 
producido las 305 muertes registradas 
durante este año en los CDP 
monitoreados, dejan claro que muchas 
pudieron ser evitadas si no existiesen 
índices tan altos de hacinamiento y unos 
niveles de violencia, que no han sido 
controlados y en algunos casos, hasta 
son propiciados por los mismos 
funcionarios encargados de la custodia 
de los reclusos. 
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El Estado venezolano, por medio de las 
alcaldías y gobernaciones, así como a 
través del Ministerio del Poder Popular 
para las Relaciones Interiores, no protege 
a los reclusos de los CDP contra el uso de 
medidas disciplinarias que vulneran la 
integridad de las personas recluidas. En el 
32% de los CDP monitoreados, los 
familiares de los reclusos, reportaron el 
uso de medidas disciplinarias que incluyen 
suspensión de las visitas, suspensión de la 
entrada de alimentos, golpes, palizas, 
sometimiento por ñpranesò con 
autorización de los custodios y torturas. 
 
En la dimensión DDHH a la salud, 
alimentación e higiene, quedó claro que el 
Estado venezolano vulnera el derecho a la 
alimentación de los detenidos, al no 
suministrarles alimentos y además utilizar 
la autorización para que ingresen 
alimentos a los CDP, como mecanismo 
para sancionar o ejercer coerción. Todo 
esto agravado en el contexto de 
emergencia humanitaria actual, en el que 
la inseguridad alimentaria es altísima para 
todos los habitantes del país. De ninguna 
manera se ofrece de manera oportuna, ni 
servicios ni atención médica a las 
personas recluidas en los CDP. Casi 
siempre se actúa cuando ya la situación 
es límite. 
 
Las familias de los reclusos están siendo 
severamente castigadas en los hechos, 
prácticamente penadas, pues ante el 
derrumbamiento institucional, deben 
asumir unas cargas que les exceden, 
intentando suplir fallas estructurales y que 
se aprecian en esfuerzos como los de 
llevar rutinariamente desde agua potable 
(para diversos usos) hasta comida, 
medicinas, ropa, etc. a sus familiares 
privados de libertad  
Sin sorpresas, el presente informe deja 
constancia de las múltiples y agravadas 
situaciones que se constituyen en 
amenazas y violaciones a los derechos  

 humanos no sólo de la población 
propiamente detenida, sino de sus 
familiares y allegados, por extensión. 
La negligencia como otra cara de la 
violencia institucional, permite 
evidenciar como progresivamente se 
han venido consolidando, de facto, los 
centros de detención preventiva, en una 
suerte de sistema penitenciario paralelo 
al formal, en el que miles de seres 
humanos, fundamentalmente hombres,  
no terminan de ser liberados o 
sentenciados y traslados a centros 
penitenciarios, según corresponda 
oportunamente, conforme al imperio de 
la ley. Estas personas son víctimas del 
enfrentamiento y falta de coordinación 
entre los sistemas judicial, penitenciario 
y policial. 
 
Urge invertir en el área y diseñar, 
ejecutar y supervisar, a nivel nacional, 
acciones dirigidas a descongestionar los 
CDP, las cuales respondan a principios 
de protección a los derechos humanos 
contemplados en instrumentos jurídicos 
nacionales e internacionales. Apoyarse 
en la cooperación y asistencia técnica 
que sea necesaria al respecto. 
Sin dudas, el Ministerio de Relaciones 
Interiores debe promover la formación 
permanente de los funcionarios 
policiales, desde un enfoque basado en 
derechos humanos, para aumentar las 
probabilidades de un ejercicio efectivo 
de la custodia de detenidos en los CDP, 
tal y como está planteada la situación en 
la actualidad. 
 
También se clama por el diseño e 
implementación de un sistema de 
información sobre indicadores de DDHH 
en materia de privación de libertad, que 
permita pulir y manejar con mayor 
precisión datos, que hasta ahora se 
construyen en medio de mucha 
adversidad. 
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En agosto del año 2018 presentamos y difundimos los resultados del ñInforme de 

la situaci ón de los derechos humanos de los privados de libertad en centros de 

detención preven tiva en Venezuela durante el primer semestre de 2018 (enero -

junio) ò, el cual dio cuenta del seguimiento sostenido y sistem§tico que ha desarrollado la 

organización, aún en condiciones de contexto-país cada vez más críticas y complejas, las 

cuales acentúan y agravan más, la precariedad histórica del ámbito penitenciario en 

Venezuela.  

En esta ocasión, compartiremos los hallazgos que nos permiten completar la labor 

de monitoreo de Derechos Humanos en centros de detención policial preventiva (CDP)  

durante 2018. Se abundará en la sección metodológica al respecto, pero desde ya  

anunciamos que logramos observar 174 CDP, en quince estados del país, es decir, 

estamos hablando de la dignidad humana de unas 16719 personas detenidas para el 

momento del trabajo de campo en Distrito Capital y los estados Anzoátegui, Aragua, 

Bolívar, Carabobo, Falcón, Guárico, Lara, Mérida, Miranda, Monagas, Nueva Esparta, 

Táchira, Vargas y Zulia. 

A diferencia del informe semestral, en este informe anual Una Ventana a la 

Libertad  incorporó al análisis, indicadores relativos a una dimensión llamada -

institucional-, para complementar lo hasta ahora recogido, procesado y denunciado en 

materia de infraestructura, demografía y derechos humanos a la vida, integridad personal, 

libertad, salud, alimentación e higiene. La complejidad de este fenómeno en estudio 

demanda atender todas sus aristas, ya que confluyen unas condiciones materiales y 

estructurales de los CDP, con una población reclusa en dichos espacios y además, unas 

autoridades policiales y militares, encargadas y responsables de cumplir y hacer cumplir 

con la normativa legal e internacional vigente en materia de privación de libertad para 

seres humanos.  

Para llevar a cabo el levantamiento de datos en campo, permanece constituido un 

equipo de investigación integrado por periodistas, encargados de documentar y diseminar 

información sobre la situación de centros de detención preventiva en Venezuela, a través 

de dos estrategias principales: ya sea cubriendo los incidentes noticiosos que surgen en 

los CDP y de los cuales se producen sistemáticamente notas informativas, así como, a 
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través de la búsqueda de datos con instrumentos de recolección concebidos para tales 

fines y aplicados a diversos informantes.  

Con el propósito de coadyuvar en la defensa y protección de los derechos humanos 

de las personas privadas de libertad, Una  Ventana a la Libertad  presenta este informe 

a la opinión pública e invita al debate en este tema proponiendo algunas reflexiones 

propositivas, dirigidas a las autoridades con competencia en materia carcelaria y a la 

sociedad en general, como una contribución desde la sociedad civil organizada 

comprometida con la defensa, vigencia y revitalización de la democracia y el estado de 

Derecho en Venezuela.  
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Dos aspectos marcan considerablemente los hechos observados en campo durante 

el año 2018 por el equipo de Una Ventana a Libertad  y aunque sea de manera breve, 

haremos referencia a ambos para marcarlos como telón de fondo de lo que se leerá en el 

cuerpo de este informe.  

El primer aspecto, de carácter histórico, nos hace citar que en el año 2010 fue 

publicado un exhaustivo trabajo de investigación realizado por la Dra. María Gracia Morais 

y que hoy día es referencia obligada, en el que se llevó a cabo un balance de 50 años del 

Sistema Penitenciario venezolano desde 1958 hasta el 2008, analizando los tres elementos 

que lo integran: los establecimientos penales, el personal penitenciario y la población 

reclusa, todos ellos signados por niveles de violencia carcelaria considerables, que han 
























































































































































































































